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	SENTENCIA NUMERO: DOSCIENTOS VEINTE En la ciudad de Córdoba, a los veintiocho días del mes de nov… del año dos mil once, siendo día y hora de Audiencia, se reúnen en Acuerdo Público los integrantes de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Justicia, doctores Luis Enrique Rubio, M. Mercedes Blanc de Arabel y Domingo Juan Sesín, bajo la presidencia del primero de los nombrados, a fin de dictar sentencia en estos autos: "QUIROGA SILVIA ALEJANDRA C/ BANCO ROELA SA – ORDINARIO – DESPIDO - RECURSO DE CASACIÓN" (40980/37) a raíz del concedido a la demandada en contra de la sentencia N° 37/08, dictada por la Sala Primera de la Cámara del Trabajo -Secretaría N° 2-, cuya copia obra a fs. 798/851 vta., en la que se resolvió: “I) Rechazar la demanda promovida por SILVIA ALEJANDRA QUIROGA en contra del BANCO ROELA S.A. con respecto a los rubros...II) Admitir parcialmente la demanda promovida por la actora en contra de la institución bancaria antes nombrada y condenar a ésta a abonar a la pretensora los siguientes tópicos: Integración del mes de despido; Indemnización por Antigüedad; Indemnización por omisión del Preaviso; Indemniz. art. 16 ley 25561 y art. 2º de la ley 25323; 16 días de haberes del mes de Septiembre de 2005; haberes correspondientes al mes de Noviembre y Diciembre de 2005 y Enero de 2006. III) Los montos definitivos se determinarán en la etapa previa a la ejecución de la sentencia, conforme a las bases e intereses establecidos en los considerandos. IV) Las costas por los rubros recibidos se imponen a la vencida -incluido los honorarios devengados por el perito contador oficial, con excepción de los contraloreadores que serán soportados por sus respectivos proponentes-; mientras que las devengadas por los ítems rechazados deberán ser soportados por la pretensora. V) Diferir la regulación de los honorarios de todos los profesionales intervinientes para cuando haya base definitiva para ello y así lo soliciten los interesados..." Oportunamente se fijaron las siguientes cuestiones a resolver: PRIMERA CUESTION: ¿Se han inobservando normas previstas bajo pena de inadmisibilidad, caducidad o nulidad? SEGUNDA CUESTION: ¿Media inobservancia de la ley sustancial? TERCERA CUESTION: ¿Qué pronunciamiento corresponde dicta? Practicado el sorteo de ley resultó que los señores Vocales emitieron su voto en el siguiente orden: doctores Luis Enrique Rubio, M. Mercedes Blanc de Arabel y Domingo Juan Sesin A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA: El señor Vocal doctor Luis Enrique Rubio, dijo: 1. La parte demandada señala que la verosimilitud del cuadro psiquiátrico no se verificaba cuando el conflicto con la actora principió con el diferimiento horario, que le fue comunicado el 25/08/05 -reconocido al absolver posiciones-. Remarca que el primer certificado expedido por un médico psiquiatra data del 30/08/05. Aduce también que es erróneo descalificar lo expresado por el galeno de la empresa en virtud del diagnóstico de dos especialistas y un psicólogo que atendieron “conjuntamente“ a la actora, pues de los certificados transcriptos surge que su intervención fue sucesiva. Además, que el profesional de la empleadora dijera que la trabajadora solicitó el alta es irrelevante si, en definitiva, impidió se ejerciera la facultad del art. 210 LCT. Asimismo, tacha de contradictorio que no tenga dudas que la pretensora malogró el control para luego, efectuar juicios axiológicos sobre la conducta de la empleadora, calificándola de “más reprensible que la de la actora” y agrega que, en oportunidad del examen sólo contaba con un certificado médico. Así, considera que el Juzgador le atribuyó abuso, olvidando aplicar la legislación que prevé la solución -art. 210 ib-, máxime si su parte pudo y no eligió rescindir el vínculo por abandono. En otro orden, denuncia omisión de pronunciamiento respecto del desplazamiento de los arts. 16, ley Nº 25.561 y 2 del decreto Nº 2014/04. No obstante, el Tribunal debió eximirlo porque el despido fue indirecto y por cuestiones ajenas a la emergencia económica. Finalmente, dice que no proceden los haberes caídos -15 días de noviembre/2005 a enero/2006- si se desvinculó el 15/11/05 y su certificado médico expiró el 16/11/05, aclarando que el acompañado el 29/11/05 carece de virtualidad. 2. El presentante insiste siempre en su postura inicial –que Quiroga le impidió ejercer la facultad de control, lo que se refleja en la pérdida de los salarios-, pero con ella no consigue desvirtuar las profusas razones dadas por el Sentenciante para concluir que el Banco no arbitró los medios para zanjar el diferendo ante el cuadro que padecía la dependiente -asistida con tratamiento psiquiátrico, psicológico y farmacológico- (fs. 844 y vta.). En dicho contexto, no demuestra la importancia dirimente de la ausencia de la patología al tiempo del cambio horario si, a la postre, el hecho injuriante -y controvertido- es la falta de pago de los haberes correspondientes a las licencias otorgadas con posterioridad a las fechas que menciona (fs. 839 vta.). Tampoco aparece relevante que la atención médica fuera “conjunta” o “sucesiva”- si, para la mayoría del Tribunal, de los elementos arrimados surgía el desequilibrio de la trabajadora, lo que dejó sin sustento la posición del galeno de la patronal que dijo no poder verificarla y otorgó el alta según requerimiento de la reclamante (fs. 842 vta./843 vta.). Igualmente inadmisible es la contradicción ya que propone dos momentos del mismo razonamiento para formularla: el Sentenciante, pese a tener por acreditado que la trabajadora no prestó colaboración para que el profesional constatara su enfermedad, analizó los hechos en armonía con las normas que regulan el instituto -arts. 209 y 210 LCT- (fs. 841 vta./842) y las obligaciones de las partes -lo esperable del buen empleador- (fs. 844 y vta.) y encontró motivos para entender justificado el despido indirecto (fs. 845 y vta.). Luego, nada modifica la referencia a un abandono que no se acreditó como a la actitud adoptada por la accionante. La omisión de pronunciamiento -arts. 16, ley 25.561 y 2 del decreto Nº 2014/04-, no encuentra respaldo en las constancias de la causa (Vé. fs. 846 vta./847). Por otra parte, se soslaya lo expresamente manifestado al respecto por el Tribunal (fs. 847 y vta.). 3. No ocurre lo propio respecto de los haberes por enfermedad posteriores al distracto, aspecto en el que le asiste razón al recurrente. El empleador debe abonar los correspondientes a todo el tiempo que faltare para el vencimiento de la interrupción paga o a la fecha del alta y al trabajador se le exige la demostración de la continuidad de su estado -art. 213 LCT-, lo que no aconteció en el sublite. Quiroga se puso en situación de despido indirecto y lo hizo efectivo el 15/11/05 (fs. 845 vta.) y el último certificado acompañado durante el contrato de trabajo expiró el 16/11/05 (fs. 843 vta.). Entonces, dadas las particulares circunstancias en las que acaeció la desvinculación -cuestionamiento de la existencia de la enfermedad y ruptura por falta de pago de haberes-, que la actora adjuntara una constancia médica catorce días después del distracto, en el que se le aconsejaba “alejamiento de las tareas laborales” y otorgaba licencia por 30 días a partir de la fecha de su emisión -29/11/05-, no resulta eficaz para cumplimentar la obligación que la habilitaba a percibir los salarios en cuestión. Omisión que tampoco se suple con el certificado de fecha 11/04/06 que pretende atrapar el período de que se trata (fs. 843 vta.). Por ello, aparece justificado que la accionada se opusiera sistemáticamente a las mentadas notificaciones de la enfermedad manifestando extemporaneidad -fs. 612 y 613-, toda vez que a esa altura de los acontecimientos, no se le podía requerir la misma conducta que durante la vigencia del vínculo. En consecuencia, corresponde anular el decisorio en este aspecto -art. 105 CPT- y desestimar el reclamo de haberes desde el 01 de diciembre de dos mil cinco (Vé. al respecto 847 vta.). Voto pues por afirmativa en lo que antecede y por la negativa a lo demás. La señora Vocal doctora M. Mercedes Blanc de Arabel, dijo: Coincido con la opinión expuesta por el señor vocal cuyo voto me precede. Por tanto, haciendo míos los fundamentos emitidos, me expido en la misma forma. El señor Vocal doctor Domingo Juan Sesin, dijo: A mi juicio es adecuada la respuesta que da el señor vocal doctor Rubio a la primera cuestión. Por ello, de acuerdo a sus consideraciones, me pronuncio en igual sentido. A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA: El señor Vocal doctor Luis Enrique Rubio, dijo: 1. El presentante denuncia errónea aplicación de los arts. 209, 210, 131, 62, 63 y 84 LCT pero en realidad discrepa con el resultado de la contienda. Tan es así que refiere al voto en minoría y a doctrina relacionada, admitiendo que el Tribunal decidió con base en una exégesis posible. Luego, la mera pretensión de una interpretación distinta y favorable no resulta hábil para demostrar el vicio invocado. Tampoco recurrir a modos extintivos que no se utilizaron -art. 241 LCT- ni a conductas reprochables de la actora para provocar la situación de despido, si no existen elementos respaldatorios. Igualmente improcedente aparece la queja en orden a la multa prevista en el art. 16 de la ley Nº 25.561 pues la sustenta en doctrina de esta Sala (Sent. Nº 117/06), sin evidenciar que la situación fáctica de los presentes guarde identidad con aquélla. 2. Para terminar, el agravio vinculado a la aplicación del art. 2 ley 25.323, debe ser atendido. En esta dirección, no se desconoce que la trabajadora debió iniciar reclamos judiciales para acceder a las indemnizaciones derivadas del despido. Sin embargo, el “factum” fijado por el Juzgador revela la complejidad que envolvió la desvinculación. Ello dispensa la conducta adoptada por el empleador en la emergencia -supuesto previsto en el último párrafo del dispositivo-. En consecuencia, debe casarse el pronunciamiento en este aspecto (art. 104 CPT) y rechazar la demanda en cuanto se pretendía la indemnización de que se trata. Voto por la afirmativa en lo anterior y por la negativa a lo restante. La señora Vocal doctora M. Mercedes Blanc de Arabel, dijo: Adhiero a las consideraciones expresadas en el voto que antecede. Por tanto, me expido de igual modo. El señor Vocal doctor Domingo Juan Sesin, dijo: Comparto la postura que propone el señor vocal doctor Rubio a la presente. Por ello, me pronuncio de la misma manera. A LA TERCERA CUESTION PLANTEADA: El señor Vocal doctor Luis Enrique Rubio, dijo: A mérito de la votación que antecede debe admitirse, parcialmente, el recurso de la demandada y, por las razones dadas, desestimar el reclamo de haberes a partir del 01/12/05 e indemnización del art. 2 de la ley 25.323. Rechazarlo en lo demás. Con costas por su orden atento al resultado a que se arriba. Los honorarios de los Dres. Fabián L. Buffa y Luis A. Ardiles Alvarez, serán regulados en un treinta por ciento, para cada representación, de la suma que resulte de aplicar la escala media del art. 36, ley 9.459, sobre lo que constituyó materia de discusión (arts. 40, 41 y 109 ib.), debiendo considerarse el art. 27 de la citada ley. La señora Vocal doctora M. Mercedes Blanc de Arabel, dijo: Estimo adecuada la solución a la que arriba el señor vocal preopinante. Por tanto, me expido en igual sentido. El señor Vocal doctor Domingo Juan Sesin, dijo: Concuerdo con la decisión expuesta por el señor Vocal Dr. Rubio. En consecuencia, me pronuncio en la misma forma. Por el resultado de la votación que antecede, previo Acuerdo, el Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de la Sala Laboral, R E S U E L V E: I. Admitir parcialmente, el recurso de casación interpuesto por la demandada según se expresa. II. Desestimar el reclamo de haberes desde el uno de diciembre de dos mil cinco e indemnización del art. 2 de la ley 25.323. III. Rechazar la impugnación en lo demás. IV. Con costas por su orden. V. Disponer que los honorarios de los Dres. Fabián L. Buffa y Luis A. Ardiles Alvarez, sean regulados por la Sala a quo en un treinta por ciento, para cada representación, de la suma que resulte de aplicar la escala media del art. 36, ley 9.459, sobre lo que constituyó materia de discusión. Deberá considerarse el art. 27 de la citada ley. VI. Protocolícese y bajen. Con lo que terminó el acto que previa lectura y ratificación de su contenido, firman el señor Presidente y los señores Vocales, todo por ante mí, de lo que doy fe. 
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